
DL. Nº 1071 DECRETO LEGISLATIVO QUE 
NORMA EL ARBITRAJE 

Integrantes:

CARRASCO TAVARA NIKOL
DIAZ MURO VICTOR
RAMIREZ DELGADO SHEYLA
SILVA ZÚÑIGA CARLOS



MATERIAS SUSCEPTIBLES DE ARBITRAJE

• Pueden someterse a arbitraje las controversias sobre 
materias de libre disposición conforme a derecho, así como 
aquellas que la ley o los tratados o acuerdos internacionales 
autoricen.  

• Cuando el arbitraje sea internacional y una de las partes sea 
un Estado o una sociedad, organización o empresa controlada 
por un Estado, esa parte no podrá invocar las prerrogativas de 
su propio derecho para sustraerse a las obligaciones 
derivadas del convenio arbitral. 



PRINCIPIOS Y DERECHOS DE LA FUNCION DEL ARBITRO

• El tribunal arbitral tiene plena independencia y no está 
sometido a orden, disposición o autoridad que descredite sus 
atribuciones.  

• El tribunal arbitral tiene plenas atribuciones para iniciar y 
continuar con el trámite de las actuaciones arbitrales, decidir 
acerca de su propia competencia y dictar el laudo.  

 



ARBITRAJE AD HOC E NSTITUCIONAL

• Las instituciones arbitrales constituidas en el país deben ser personas 
jurídicas, con o sin fines de lucro. Cuando se trate de instituciones 
públicas, con funciones arbitrales previstas o incorporadas en sus normas 
reguladoras deberán inscribirse ante el Ministerio de Justicia.

• En caso de falta de designación de una institución arbitral, se entenderá 
que el arbitraje es ad hoc. La misma regla se aplica cuando exista 
designación que sea incompatible o contradictoria entre dos o más 
instituciones, o cuando se haga referencia a una institución arbitral 
inexistente, o cuando la institución no acepte el encargo, salvo pacto 
distinto de las partes.  

 



CONVENIO ARBITRAL

El convenio arbitral es un acuerdo por el que las partes deciden someter a arbitraje todas 
las controversias o ciertas controversias que hayan surgido o puedan surgir entre ellas 
respecto de una determinada relación jurídica contractual o de otra naturaleza.  
• Deberá constar por escrito en la forma de una cláusula incluida en un contrato o la 

forma de un acuerdo independiente.
• Constará por escrito cuando se cursa una comunicación electrónica y la información en 

ella consignada es accesible para su ulterior consulta, también cuando esté consignado 
en un intercambio de escritos de demanda y contestación en los que la existencia de un 
acuerdo sea afirmada por una parte, sin ser negada por la otra

• Cuando el arbitraje fuere internacional, el convenio arbitral será válido y la controversia 
será susceptible de arbitraje, si cumplen los requisitos establecidos por las normas 
jurídicas elegidas por las partes para regir el convenio arbitral, o por las normas jurídicas 
aplicables al fondo de la controversia, o por el derecho peruano.



RENUNCIA AL ARBITRAJE

La renuncia al arbitraje será válida sólo si se manifiesta en forma 
expresa o tácita. Es expresa cuando consta en un documento 
suscrito por las partes, en documentos separados, mediante 
intercambio de documentos o mediante cualquier otro medio de 
comunicación que deje constancia inequívoca de este acuerdo. Es 
tácita cuando no se invoca la excepción de convenio arbitral en el 
plazo correspondiente, sólo respecto de las materias 
demandadas judicialmente. 



ARBITROS



CANTIDAD DE ARBITROS

Las partes podrán fijar libremente el número de árbitros que 
conformen el tribunal arbitral. A falta de acuerdo o en caso de 
duda, serán tres árbitros. 



CAPACIDAD

Pueden ser árbitros las personas naturales que se hallen en el pleno 
ejercicio de sus derechos civiles, siempre que no tengan 
incompatibilidad para actuar como árbitros. Salvo acuerdo en 
contrario de las partes, la nacionalidad de una persona no será 
obstáculo para que actúe como árbitro. 



INCOMPATIBILIDAD

Tienen incompatibilidad para actuar como árbitros los 
funcionarios y servidores públicos del Estado peruano dentro de 
los márgenes establecidos por las normas de incompatibilidad 
respectivas. 



NOMBRAMIENTO DE LOS ARBITROS

En el arbitraje nacional que deba decidirse en derecho, se requiere ser 
abogado, salvo acuerdo en contrario. En el arbitraje internacional, en ningún 
caso se requiere ser abogado para ejercer el cargo.  
Cuando sea necesaria la calidad de abogado para actuar como árbitro, no se 
requerirá ser abogado en ejercicio ni pertenecer a una asociación o gremio de 
abogados nacional o extranjera.  
Los árbitros serán nombrados por las partes, por una institución arbitral o por 
cualquier tercero a quien las partes hayan conferido el encargo. La institución 
arbitral o el tercero podrán solicitar a cualquiera de las partes la información 
que consideren necesaria para el cumplimiento del encargo.



PRIVILEGIO EN EL NOMBRAMIENTO

Si el convenio arbitral establece una situación de privilegio en el 
nombramiento de los árbitros a favor de alguna de las partes, 
dicha estipulación es nula. 



ACTUACIONES
ARBITRALES



INICIO DEL ARBITRAJE

Las actuaciones arbitrales respecto de una determinada 
controversia se iniciarán en la fecha de recepción de la solicitud 
para someter una controversia a arbitraje, salvo acuerdo distinto de 
las partes.



REGULACION DE LAS ACTUACIONES

Las partes podrán determinar libremente las reglas a las que se sujeta el 
tribunal arbitral en sus actuaciones. A falta de acuerdo o de un reglamento 
arbitral aplicable, el tribunal arbitral decidirá las reglas que considere más 
apropiadas teniendo en cuenta las circunstancias del caso. 
Se deberá tratar a las partes con igualdad.
Sino hubiera disposición aplicable, se aplicará el presente decreto y si éste 
fuera insuficiente se usará el criterio y los principios arbitrales.
El tribunal también podrá ampliar los plazos para las actuaciones si fuere 
necesario.



PRUEBAS

El tribunal arbitral tiene la facultad para determinar de manera 
exclusiva la admisión, pertinencia, actuación y valor de las pruebas 
y para ordenar en cualquier momento la presentación o la 
actuación de las pruebas que estime necesarios; asimismo para 
prescindir motivadamente de las pruebas ofrecidas y no actuadas, 
según las circunstancias del caso.  
 



MEDIDAS CAUTELARES

Una vez constituido, el tribunal arbitral, a petición de cualquiera de las 
partes, podrá adoptar 
Dirección de Arbitraje Administrativo del OSCE las medidas cautelares que 
considere necesarias para garantizar la eficacia del laudo, pudiendo exigir las 
garantías que estime conveniente para asegurar el resarcimiento de los 
daños y perjuicios que pueda ocasionar la ejecución de la medida. 



Por medida cautelar se entenderá toda medida temporal, contenida en una decisión que 
tenga o no forma de laudo, por la que, en cualquier momento previo a la emisión del 
laudo que resuelva definitivamente la controversia, el tribunal arbitral ordena a una de 
las partes:   
 a. Que mantenga o restablezca el statu quo en espera de que se resuelva la 
controversia;   
 b. Que adopte medidas para impedir algún daño actual o inminente o el menoscabo del 
proceso arbitral, o que se abstenga de llevar a cabo ciertos actos que probablemente 
ocasionarían dicho daño o menoscabo al proceso arbitral;   
 c. Que proporcione algún medio para preservar bienes que permitan ejecutar el laudo 
subsiguiente; o   
 d. Que preserve elementos de prueba que pudieran ser relevantes y pertinentes para 
resolver la controversia.  



El tribunal arbitral, antes de resolver, pondrá en conocimiento la solicitud a la otra 
parte. Sin embargo, podrá dictar una medida cautelar sin necesidad de poner en 
conocimiento a la otra parte, cuando la parte solicitante justifique la necesidad de no 
hacerlo para garantizar que la eficacia de la medida no se frustre. Ejecutada la medida 
podrá formularse reconsideración contra la decisión.  
Las medidas cautelares solicitadas a una autoridad judicial antes de la constitución del 
tribunal arbitral no son incompatibles con el arbitraje ni consideradas como una 
renuncia a él. Ejecutada la medida, la parte beneficiada deberá iniciar el arbitraje 
dentro de los diez (10) días siguientes, si no lo hubiere hecho con anterioridad. Si no lo 
hace dentro de este plazo o habiendo cumplido con hacerlo, no se constituye el 
tribunal arbitral dentro de los noventa (90) días de dictada la medida, ésta caduca de 
pleno derecho.  



Constituido el tribunal arbitral, cualquiera de las partes puede informar a la 
autoridad judicial de este hecho y pedir la remisión al tribunal del 
expediente del proceso cautelar. La autoridad judicial está obligada, bajo 
responsabilidad, a remitirlo en el estado en que se encuentre, sin perjuicio 
de que cualquiera de las partes pueda presentar al tribunal arbitral copia de 
los actuados del proceso cautelar. La demora de la autoridad judicial en la 
remisión, no impide al tribunal arbitral pronunciarse sobre la medida 
cautelar solicitada, dictada o impugnada. En este último caso, el tribunal 
arbitral tramitará la apelación interpuesta bajo los términos de una 
reconsideración contra la medida cautelar.  



El tribunal arbitral está facultado para modificar, sustituir y dejar sin efecto 
las medidas cautelares que haya dictado así como las medidas cautelares 
dictadas por una autoridad judicial, incluso cuando se trate de decisiones 
judiciales firmes. Esta decisión podrá ser adoptada por el tribunal arbitral, 
ya sea a iniciativa de alguna de las partes o, en circunstancias 
excepcionales, por iniciativa propia, previa notificación a ellas.  
El tribunal arbitral podrá exigir a cualquiera de las partes que dé a conocer, 
sin demora, todo cambio importante que se produzca en las circunstancias 
que motivaron que la medida se solicitara o dictara.  



El solicitante de una medida cautelar será responsable de los costos y de los 
daños y perjuicios que dicha medida ocasione a alguna de las partes, 
siempre que el tribunal arbitral determine ulteriormente que, en las 
circunstancias del caso, no debería haberse otorgado la medida. En ese caso, 
el tribunal arbitral podrá condenar al solicitante, en cualquier momento de 
las actuaciones, al pago de los costos y de los daños y perjuicios.  
En el arbitraje internacional, las partes durante el transcurso de las 
actuaciones pueden también solicitar a la autoridad judicial competente, 
previa autorización del tribunal arbitral, la adopción de las medidas 
cautelares que estimen convenientes.  



LAUDO



PLAZO

La controversia debe decidirse y notificarse dentro del plazo 
establecido por las partes, por el reglamento arbitral aplicable o, en 
su defecto, por el tribunal arbitral. 



FORMA DEL LAUDO

Todo laudo deberá constar por escrito y ser firmado por los árbitros, quienes 
podrán expresar su opinión discrepante. Cuando haya más de un árbitro, 
bastarán las firmas de la mayoría de los miembros o sólo la del presidente, 
según corresponda, siempre que se manifiesten las razones de la falta de 
una o más firmas.   
Para estos efectos, se entenderá que el laudo consta por escrito cuando de 
su contenido y firmas quede constancia y sean accesibles para su ulterior 
consulta en soporte electrónico, óptico o de otro tipo.   
Se entiende que el árbitro que no firma el laudo ni emite su opinión 
discrepante se adhiere a la decisión en mayoría o la del presidente, según 
corresponda. 



EFECTOS DEL LAUDO

Todo laudo es definitivo, inapelable y de obligatorio cumplimiento desde su 
notificación a las partes.   
El laudo produce efectos de cosa juzgada.   
Si la parte obligada no cumple con lo ordenado por el laudo, en la forma y en 
los plazos establecidos, o en su defecto, dentro de los quince (15) días de 
notificada con el laudo o con las rectificaciones, interpretaciones, 
integraciones y exclusiones del laudo, cuando corresponda; la parte 
interesada podrá pedir la ejecución del laudo a la autoridad judicial 
competente, salvo excepción (art. 67)



ANULACIÓN Y 
EJECUCION 
DEL LAUDO



RECURSO DE ANULACIÓN

Contra el laudo sólo podrá interponerse recurso de anulación. Este recurso 
constituye la única vía de impugnación del laudo y tiene por objeto la 
revisión de su validez por las causales taxativamente establecidas en el 
artículo 63.   
El recurso se resuelve declarando la validez o la nulidad del laudo. Está 
prohibido bajo responsabilidad, pronunciarse sobre el fondo de la 
controversia o sobre el contenido de la decisión o calificar los criterios, 
motivaciones o interpretaciones expuestas por el tribunal arbitral. 



CAUSALES DE ANULACIÓN

El laudo sólo podrá ser anulado cuando la parte que solicita la anulación 
alegue y pruebe:   
a. Que el convenio arbitral es inexistente, nulo, anulable, inválido o ineficaz.   
b. Que una de las partes no ha sido debidamente notificada del 
nombramiento de un árbitro o de las actuaciones arbitrales, o no ha podido 
por cualquier otra razón, hacer valer sus derechos.   
c. Que la composición del tribunal arbitral o las actuaciones arbitrales no se 
han ajustado al acuerdo entre las partes o al reglamento arbitral aplicable, 
salvo que dicho acuerdo o disposición estuvieran en conflicto con una 
disposición de este Decreto Legislativo de la que las partes no pudieran 
apartarse, o en defecto de dicho acuerdo o reglamento, que no se han 
ajustado a lo establecido en este Decreto Legislativo.   
 



d. Que el tribunal arbitral ha resuelto sobre materias no sometidas a su 
decisión.   
e. Que el tribunal arbitral ha resuelto sobre materias que, de acuerdo a ley, 
son manifiestamente no susceptibles de arbitraje, tratándose de un arbitraje 
nacional.   
f. Que según las leyes de la República, el objeto de la controversia no es 
susceptible de arbitraje o el laudo es contrario al orden público internacional, 
tratándose de un arbitraje internacional.   
g. Que la controversia ha sido decidida fuera del plazo pactado por las partes, 
previsto en el reglamento arbitral aplicable o establecido por el tribunal 
arbitral.   
 



Las causales previstas en los incisos a, b, c y d del numeral 1 de este artículo 
sólo serán procedentes si fueron objeto de reclamo expreso en su momento 
ante el tribunal arbitral por la parte afectada y fueron desestimadas.   
Tratándose de las causales previstas en los incisos d. y e. del numeral 1 de este 
artículo, la anulación afectará solamente a las materias no sometidas a 
arbitraje o no susceptibles de arbitraje, siempre que puedan separarse de las 
demás; en caso contrario, la anulación será total. Asimismo, la causal prevista 
en el inciso e podrá ser apreciada de oficio por la Corte Superior que conoce 
del recurso de anulación.   
La causal prevista en el inciso g. del numeral 1 de este artículo sólo será 
procedente si la parte afectada lo hubiera manifestado por escrito de manera 
inequívoca al tribunal arbitral y su comportamiento en las actuaciones 
arbitrales posteriores no sea incompatible con este reclamo. 



En el arbitraje internacional, la causal prevista en el inciso a. del numeral 1 de este artículo 
se apreciará de acuerdo con las normas jurídicas elegidas por las partes para regir el 
convenio arbitral, por las normas jurídicas aplicables al fondo de la controversia, o por el 
derecho peruano, lo que resulte más favorable a la validez y eficacia del convenio arbitral.   
En el arbitraje internacional, la causal prevista en el inciso f. podrá ser apreciada de oficio 
por la Corte Superior que conoce del recurso de anulación.   
No procede la anulación del laudo si la causal que se invoca ha podido ser subsanada 
mediante rectificación, interpretación, integración o exclusión del laudo y la parte 
interesada no cumplió con solicitarlos.   
Cuando ninguna de las partes en el arbitraje sea de nacionalidad peruana o tenga su 
domicilio, residencia habitual o lugar de actividades principales en territorio peruano, se 
podrá acordar expresamente la renuncia al recurso de anulación o la limitación de dicho 
recurso a una o más causales establecidas en este artículo. Si las partes han hecho 
renuncia al recurso de anulación y el laudo se pretende ejecutar en territorio peruano, será 
de aplicación lo previsto en el título VIII. 



GRACIAS


